
 
SENTENCIA CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL 0828/2014 

Sucre, 30 de abril de 2014 

 

SALA PRIMERA ESPECIALIZADA 
Magistrado Relator: Tata Gualberto Cusi Mamani 
Acción de libertad 
 

Expediente:  05276-2013-11-AL 
Departamento:  La Paz 

 

En revisión la Resolución 45/2013 de 6 de noviembre, cursante de fs. 69 a 72, 
pronunciada dentro la acción de libertad interpuesta por Dafne Lena 
Portanda Larrea en representación sin mandato de Héctor José Tapia 
Cortez contra Ginelda Reynaga Burgos, María Clara Torres de Oporto, 
actual y ex Jueza Primero Administrativo, Coactivo, Fiscal y 
Tributario; Luís Araoz Torrez, Javier Paco, ex y actual Juez Séptimo de 
Partido en lo Civil y Comercial, todos del departamento de La paz; 
Cosset Estensoro Torricos, Directora Nacional de Migración.   

I. ANTECEDENTES CON RELEVANCIA JURÍDICA 

I.1. Contenido de la demanda 

Mediante memorial de 5 de noviembre de 2013, de fs. 19 a 21, la accionante 
expone los siguientes fundamentos de hecho y de derecho: 
 
I.1.1. Hechos que motivan la acción 
 

Denuncia que a tiempo de tramitar su pasaporte ante la Dirección Nacional de 
Migración, con el fin de viajar al exterior por motivos de salud; pudo informarse 
que su persona se hallaba arraigado. 
 

Según la impresión emitida por la referida institución, se constató que pesaban 

en su contra dos arraigos de 3 de mayo de 1982 y 26 de noviembre de 1997, 
emitidos dentro de un proceso civil y otro coactivo, respectivamente, ante el 



Juzgado Séptimo de Partido en lo Civil y el Juzgado Administrativo, Coactivo, 
Fiscal y Tributario, cuando la Ley de abolición de prisión y apremio corporal por 
obligaciones patrimoniales y la jurisprudencia constitucional, prescriben la 
posibilidad de restringir la libre locomoción en proceso que tengan contenido 
patrimonial, supuesto que solamente se encuentra habilitado ante la imputación 
o acusación de ilícitos penales. 
 

 
 
 
I.1.2. Derechos y garantías supuestamente vulnerados 
 

La parte accionante denuncia como lesionado su derecho a la libertad de 
locomoción, citando los arts. 14.III, 21.7, 35.I y 37 de la Constitución Política 

del Estado (CPE), 112 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP); y 7 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
 

I.1.3. Petitorio 
 

Solicita se conceda la tutela constitucional, ordenándose la inmediata 
cancelación de los arraigos que pesan en su contra y la pronta otorgación de 
pasaporte.  

I.2. Audiencia y Resolución del Juez de garantías 

Celebrada la audiencia pública el 6 de noviembre de 2013, según consta en el 

acta cursante de fs. 63 a 68, se produjeron los siguientes actuados: 

I.2.1. Ratificación y ampliación de la acción 

La parte accionante ratificó el contenido de su demanda y añadió que el arraigo 
únicamente procede ante la supuesta comisión de un delito; resaltando que no 
cuenta con antecedentes penales. Menciona; además, que la jurisprudencia 
constitucional ha precisado que ante la existencia de obligaciones patrimoniales 

no es posible aplicar medidas restrictivas a la libertad.   

I.2.2. Informe de las autoridades demandadas 

La autoridad judicial demandada, Ginelda Reynaga Burgos, Jueza Primero 
Administrativo, Coactivo, Fiscal y Tributario, presentó informe escrito cursante 
de fs. 62 y vta., señalando que: El ahora accionante, se encontraba procesado 

por la presunta comisión del ilícito de defraudación de fondos públicos contra el 
Estado, por lo que, la Jueza María Clara Torrez de Oporto ordenó de oficio el 



arraigo; esto antes de la vigencia de la Ley de Abolición de Prisión y Apremio 
Corporal por Obligaciones Patrimoniales. Sin embargo, una vez obtenida 
sentencia ejecutoriada que declara improbada la demanda en contra del 
accionante, éste no solicitó el levantamiento de arraigo, a pesar de que en 
sentencia se estableció levantarse todas las medidas impuestas en su contra. 

Por ello solicitó se deniegue la acción de libertad. 

Por su parte, Javier Paco, Juez Séptimo de Partido en lo Civil y Comercial, a 
través de informe escrito, cursante a fs. 36 y vta., señaló que en las listas de 
archivo correspondientes a las gestiones 1991 a 1996, no se encuentra 
registrado proceso alguno seguido por o contra del accionante. Que del libro de 
demandas nuevas, desde el 1 de junio de 1977 al 9 de mayo de 1991, no se 
halla registrado, como demandante o demandado, Héctor José Tapia Cortez. 

I.2.3. Resolución 

El Juzgado Tercero de Sentencia Penal del departamento de La Paz, por 
Resolución 45/2013 de 6 de noviembre, cursante de fs. 69 a 72, concedió la 
tutela solicitada, disponiendo que la autoridad demandada, Cosset Estensoro 
Torricos, cancele los arraigos dispuestos por los juzgados en el plazo de 
veinticuatro horas a efecto de facilitar el viaje al exterior del accionante, bajo el 
fundamento de que la libertad sólo puede ser restringida única y 
exclusivamente como reacción a un delito; pues el art. 13 de la Ley de 
Abolición de Prisión y Apremio Corporal por Obligaciones Patrimoniales 
(LAPACOP), eliminó la posibilidad de restringir la libertad personal por 
obligaciones patrimoniales. En ese entendido, no es posible mantener o 

imponer un arraigo bajo estos supuestos considerando que ésta se constituye 
en una medida cautelar restrictiva a la libertad de locomoción. 
 

II. CONCLUSIONES 
 

De la revisión y compulsa de los antecedentes que cursan en el expediente, se 
extraen las siguientes conclusiones: 
 

II.1. Consta en el expediente los reportes de consulta de arraigos emitidos por 
la Dirección General de Migración; mediante los cuales es posible 
verificar que contra el ahora accionante, pesa un arraigo emitido por el 

Juez Séptimo de Partido en lo Civil Comercial, y otro, por la Jueza 
Administrativo, Coactivo, Fiscal y Tributario, de 3 de mayo de 1982 y 26 
de noviembre de 1997, respectivamente (fs.3).  

III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL FALLO 

El accionante, denuncia la vulneración de su derecho a la libertad personal por 



cuanto la Directora Nacional de Migración, le denegó la emisión de pasaporte, 

debido a que consta en la consulta de reportes de operaciones, que en su 

contra pesan dos arraigos emitidos, los jueces demandados, cuyo objeto es la 

determinación de obligaciones patrimoniales.  

En consecuencia, corresponde en revisión verificar si tales extremos son 
evidentes, a fin de conceder o denegar la tutela impetrada. 

III.1. Naturaleza jurídica de la acción de libertad 

La acción de libertad está configurada en los arts. 125 de la CPE y 46 del 
Código Procesal Constitucional (CPCo), como un mecanismo de defensa 
oportuno y eficaz para la tutela de los derechos a la vida, a la integridad 
física, a la libertad personal y de circulación de toda persona que crea 
estar indebida o ilegalmente perseguida, detenida, procesada, presa o 

que considere que su vida o integridad física está en peligro.  

Bajo los principios y valores del Estado Unitario Social de Derecho 
Plurinacional Comunitario, quien despliega toda su fuerza como un 
instrumento a favor de las personas para la defensa de sus derechos, así, 
el nuevo ámbito de protección de la acción de libertad, que antes se 
centraba en el derecho a la libertad física o personal, le otorga a esta 
acción de defensa nuevas dimensiones y posibilita al juez constitucional a 
ejercer un control tutelar más amplio e integral y, de esta manera, 
resguardar los derechos a la vida e integridad física, restablecer las 
formalidades legales, ordenar el cese de la persecución indebida o la 

restitución del derecho a la libertad física o personal.  

Es en ese contexto, que la acción de libertad tiene un triple carácter 
tutelar, preventivo, correctivo y reparador, conforme lo ha reconocido la 
jurisprudencia contenida en las Sentencias Constitucionales 
Plurinacionales  0015/2012 y 0129/2012, entre otras. Preventivo porque 
puede formularse ante una inminente lesión a los derechos que se 
encuentran dentro del ámbito de su protección, impidiendo que se 
consume su lesión, de ahí que entre los supuestos de procedencia de 
esta acción de libertad, previstos tanto por el art. 125 de la CPE, como 
por el art. 47 del CPCo, se encuentre el peligro al derecho a la vida y la 
persecución ilegal; supuestos que la doctrina los cataloga dentro del 
hábeas corpus instructivo (tratándose del derecho a la vida), hábeas 
corpus preventivo y hábeas corpus restringido, conforme lo ha entendido 
la jurisprudencia constitucional contenida en la SC 0044/2010-R de 20 de 

abril, entre otras.  

Correctivo, porque puede interponerse para evitar que se agraven las 



condiciones de una persona detenida, ya sea en virtud de una medida 
cautelar o en cumplimiento de una pena impuesta en su contra, 
agravamiento que torna indebida la privación de libertad personal, y que 
se constituye en otra de las causales de procedencia previstas en los 
arts. 125 y 47 del CPCo, que en la doctrina se conoce con el nombre de 

hábeas corpus correctivo.  

Reparador, porque puede plantearse para reparar una lesión ya 
consumada, en los supuestos en que se verifique una detención ilegal o 
indebida, sea directamente o como consecuencia de un procesamiento 
indebido, al constatarse que las lesiones al debido proceso se constituyen 
en la causa directa para la restricción del derecho a la libertad física o la 
libertad de locomoción. Supuestos de procedencia que se encuentran 
previstos en los arts. 125 de la CPE y 47 del CPCo, cuando hacen 
referencia al indebido procesamiento y a la indebida privación de 
libertad, y que en la doctrina reciben el nombre de hábeas corpus 
reparador y, en su caso, de hábeas corpus traslativo o de pronto 
despacho.  

La acción de libertad, por otra parte, está dotada de características 
esenciales que la convierten en el mecanismo idóneo para la defensa de 
los derechos que protege; características que bajo la luz de principios 
ético morales de la sociedad plural y los valores que sustentan al Estado 
redimensionan su naturaleza como acción exenta de formalismos para la 
consecución de la tutela inmediata de los derechos vulnerados, donde el 
juez constitucional bajo los principios de la potestad de impartir justicia, 
previstos en el art. 178 de la CPE, entre ellos, el de celeridad, servicio a 
la sociedad, armonía social y respeto a los derechos, asume un rol 
fundamental en la búsqueda de la verdad material, para constatar la 

lesión a los derechos alegados como vulnerado en la acción de libertad. 

Es en ese ámbito que deben ser entendidas las características esenciales 
de la acción de libertad, como el informalismo, que se manifiesta en la 
ausencia de requisitos formales en su presentación y la posibilidad, 
inclusive, de su formulación oral; la inmediatez, por la urgencia en la 
protección de los derechos que resguarda; la sumariedad, por el trámite 
caracterizado por su celeridad; la generalidad porque no reconoce ningún 
tipo de privilegio, inmunidad o prerrogativa, y la inmediación, porque se 
requiere que la autoridad judicial tenga contacto con la persona privada 
de libertad; autoridad que, inclusive, puede acudir inmediatamente a los 
lugares de detención e instalar allí la audiencia. 
 

III.2.La aplicación directa de la Constitución 



Este Tribunal, a través de la SCP 1357/2013 de 16 de agosto, ha dejado 
sentado que: “La declaración de Estado Constitucional de Derecho se 
sustentan fundamentalmente en la necesidad de asumir que la 
Constitución Política del Estado se erige como la norma fundamental del 
país, cuya consecuencia inmediata, no es otra, que impulsar y 
materializar en la realidad jurídica su carácter normativo; de modo que 
sus efectos trasciendan la totalidad del ordenamiento jurídico, bajo la 
condición de prevalecer sobre las demás normas infraconstitucionales y 
supeditar los proceso de interpretación normativa al contenido 
constitucional. 
 

La Constitución dejó, entonces, de ser aquella norma meramente 
programática, que sólo definió las competencias de los órganos del 
Estado y representó únicamente programas políticos que serían 
desarrollados por los órganos instituidos; para convertirse en 
Constitución normativa, cuyo efecto es su institución como norma 
suprema del ordenamiento jurídico que goza de primacía frente a 
cualquier otra disposición normativa (art. 410.II de la CPE). Por tanto, 
como norma jurídica plena, es posible su aplicación directa por la 
generalidad de operadores jurídicos en la medida en que se reúnan los 
presupuestos para tal fin (art. 410.I de la CPE).  

En ese sentido, es congruente con la propia naturaleza y competencias 
del Órgano Judicial, que esta aplicación directa de la Constitución 
encuentre mayor actividad en la función de administración de justicia por 
parte de jueces y tribunales; esto involucra que la generalidad de 
autoridades judiciales, y porque no la de operadores jurídicos, deben 
ejecutar cualquier proceso de aplicación normativa considerando que su 
razonamiento debe iniciar precisamente por la interpretación y aplicación 
de la norma fundamental”. 

A esto se debe agregar que el art. 109 de la CPE determina que: “Todos 
los derechos reconocidos en la Constitución son directamente aplicables 
y gozan de iguales garantías para su protección”. Por lo que es posible 
extraer que la vigencia de un Estado constitucional en el que deben 
prevalecer los derechos y garantías de las personas, involucra el deber 
de todo ciudadano de respetar la Constitución y procurar su 
materialización jurídica en la realidad social; puesto que una actitud en 
contrario restaría valor normativo a la Constitución y a los derechos que 
en ella se plasman, cuando más bien la virtud de un Estado 
Constitucional debe constituirse en la procura constante de su aplicación; 
siendo que dicha norma fundamental reúne los valores primarios que 
nuestra sociedad pactó a efecto de que se efectivicen en todos los 



ámbitos de la vida social y privada de las personas e instituciones. Así, el 
constituyente no olvidó en imponer como deberes el conocimiento y 
cumplimiento de la Constitución y las leyes, y, el respeto y promoción de 
los derechos reconocidos en la norma fundamental (art. 108.1).2) de la 
Constitución). Obligación que se profundiza respecto a las servidoras y 
servidores públicos, cuya actuación debe enmarcarse estrictamente, bajo 
el principio de jerarquía normativa, al respeto de la Constitución, la ley y 
los derechos de las personas; siendo que dicha premisa se configura 
como el principal de los límites al ejercicio del poder público. Ello guarda 
como inmediata consecuencia que las servidoras y servidores públicos 
tienen como primordial deber la sujeción de sus actos primeramente a la 
Constitución, y ante una evidente y notoria situación de vulneración o 
violación de la misma, tiene el deber de denunciar y asumir los actos que 
restablezcan dicho escenario dentro el marco de los supuestos jurídicos 
determinados por nuestro ordenamiento. Más aún si se trata de una 
flagrante violación de derechos y garantías en total contravención a la 
Constitución y las leyes; en cuyo caso podrá asumirse medidas directas 
para la restitución de los derechos conculcados, siempre que ello no 
involucre la usurpación de funciones y suponga la reposición de un 
derecho que se halle vulnerado en notoria contradicción a la Constitución 

y las leyes. 

III.3.Prohibición de restringir libertad personal por obligaciones 
patrimoniales 

 

 La Constitución Política del Estado, determina: “Toda persona tiene 

derecho a la libertad y seguridad personal. La libertad personal sólo 
podrá ser restringida en los límites señalados por la ley”. Añadiendo que 
“Nadie podrá ser detenido, aprehendido o privado de su libertad, salvo 
en los casos y según las formas establecidas por la ley” (art. 23.I.II) 

 Por su parte, la Ley de Abolición de Prisión y Apremio Corporal por 
Obligaciones Patrimoniales, dispone en su art. 6 que “En los casos de 
obligaciones de naturaleza Patrimonial, el cumplimiento forzoso de las 
mismas podrá hacerse efectivo únicamente sobre el patrimonio del o de 
los sujetos responsables, sin que en ninguno de los siguientes casos sea 

procedente el apremio corporal del deudor: 

Responsabilidad civil derivada de la comisión de hechos ilícitos tipificados 
como delitos Arts. 334 y 335, costas procesales emergentes de procesos 

penales Art. 352 del Código de Procedimiento penal. 

Obligaciones fiscales Arts. 17, 25 y 26 del Decreto Ley N° 14933 de 29 
de septiembre de 1977 sobre Procedimiento Coactivo Fiscal, elevado a 



rango de ley por la Ley N° 1178 de 20 de julio de 1990. 

Obligaciones tributarias Art. 308 inciso 5) del Código Tributario. 

Honorarios profesionales de abogado Arts. 77 y 80 del Decreto N° 16793 
de 19 de julio de 1979. 

Multas electorales Art. 207 segundo párrafo de la Ley Electoral. 

Arresto de los padres por obligaciones emergentes de hechos ilícitos 
cometidos por sus hijos menores de 16 años Art. 207 del Código del 

Menor. 

Obligaciones por confección de testimonios y por timbres y certificados 
de depósito judicial Arts.  242 y 258 numeral 4, del Código de 
Procedimiento Civil. 

Mandamiento de aprehensión Art. 157 A) numeral 4, de la Ley de 

Organización Judicial”. 

Al mismo tiempo, el art. 13 de la misma norma legal determina que: 

“I. Se derogan los Arts.  334 y 335 del Código de Procedimiento penal; 
Art. 207 segundo párrafo de la Ley Electoral; Art. 207 del Código del 
Menor; Art. 26 del Decreto Ley 14933 de 29 de septiembre de 1977 
sobre Procedimiento Coactivo Fiscal, elevado a rango de ley por la Ley 
N° 1178 de 20 de julio de 1990 y Art. 157  a) numeral 4, de la Ley de 

Organización Judicial. 

II. Se deja sin efecto el Apremio Corporal como consecuencia de la 
aplicación de los siguientes artículos: Art. 352 del Código de 
Procedimiento Penal; Arts. 242 y 258 numeral 4, del Código de 
Procedimiento Civil; Arts. 77 y 80 del Decreto Ley 16793 de 19 de julio 
de 1979 sobre honorarios profesionales; Art. 308 inc. 5) del Código 
Tributario Arts. 17 y 25 del Decreto Ley 14933 de 29 de septiembre de 
1977 sobre Procedimiento Coactivo Fiscal, elevado a rango de ley por la 

Ley No. 1178 de 20 de julio de 1990”. 

Al respecto, el Tribunal Constitucional ha entendido, en la SC 
0823/2001-R de 14 de agosto, que “Del contenido de los artículos citados 
se extrae que la nueva normativa legal deroga la conminatoria de 
apremio y el apremio corporal, por ser una medida de coacción, 
restrictiva de la libertad personal, no compatible con la persecución del 
cobro de las obligaciones patrimoniales, entendimiento que guarda plena 
correspondencia con lo establecido en el Art. 7 de la Ley en análisis, que 
conserva el siguiente texto:  



"Artículo7°(Garantías Patrimoniales).-Los créditos emergentes de 
obligaciones contenidas en las disposiciones materia de la presente ley, 
para su ejecución gozarán de las garantías patrimoniales de los derechos 
establecidos por el Código Civil, así como de las medidas precautorias y 
sanciones pecuniarias previstas en el Código de Procedimiento Civil, sin 
perjuicio de las específicamente dispuestas en sus respectivos 
ordenamientos legales".  

Que, de lo anterior se interpreta que para el cobro de deudas u 
obligaciones patrimoniales no es posible el uso de medidas restrictivas a 
la libertad personal, entendimiento interpretativo que guarda coherencia 
plena con la exposición de motivos o ratio legis de la norma jurídica en 
análisis (ley Nº 1602), cuando expresa que:  

'La libertad es el bien jurídico que posibilita el goce de todos los otros 
bienes protegidos por un ordenamiento determinado. Sin justicia no hay 
libertad y sin libertad no hay justicia. En consecuencia, la libertad puede 
ser restringida única y exclusivamente como reacción a un delito'.  

Que, el arraigo en materia penal es una medida restrictiva de la libertad, 
por la que se aplica al probable autor de un hecho delictivo, en los 
supuestos en que haya peligro de fuga, la prohibición de salir del país, de 
la localidad en la cual reside o del ámbito territorial que fije el juez o 
tribunal. (así Art. 240-3 de la Ley 1970). 

(…) 

'de lo precedentemente relacionado se interpreta que al ser el arraigo 
una medida cautelar restrictiva de la libertad personal, (contemplada en 
el art. 308.5) del Código Tributario Boliviano, ha quedado sin efecto a 
consecuencia de la reforma introducida al Código Tributario por el art. 13 
de la Ley Nº 1602, juntamente con el apremio, al ser ambas medidas 
cautelares restrictivas de la libertad personal; entendimiento 
interpretativo que guarda plena coherencia con lo establecido por esta 
ley, cuando señala en su exposición de motivos que "la libertad" puede 
ser restringida única y exclusivamente como reacción a un delito, por lo 
tanto a ningún boliviano ni extranjero, autoridad alguna, puede restringir 
su libertad personal en ninguna de sus formas como medio para el cobro 
de obligaciones patrimoniales con las excepciones previstas para las 
materias familiar y social establecidas por los arts. 11 y 12 de la citada 
Ley Nº 1602'. Entendimiento que se aplica de forma simultánea a los 
procesos coactivos fiscales y civiles; siendo que la Ley de Abolición de 
Prisión y Apremio Corporal por Obligaciones Patrimoniales, derogó la 
competencia de los jueces civiles y coactivos fiscales para ordenar 



arraigos o cualquier otra forma de restricción a la libertad personal bajo 
supuestos de obligación patrimonial, conforme se desprende de las SSCC 

1346/2002 y 537/2002.  

III.4. Análisis del caso concreto 
 

En la problemática planteada en la presente acción de libertad, se tiene 
que el accionante considera que la máxima autoridad de la Dirección 
Nacional de Migración y las autoridades judiciales demandadas 
incurrieron en vulneración de su derecho a la libertad personal; al 
mantener en vigencia arraigos, cuyo fundamento reside en supuestas 

obligaciones patrimoniales en materia civil y coactiva fiscal. 
 

Al respecto, es posible colegir, a partir de los Fundamentos Jurídicos 
precedentes, que se encuentra proscrita la restricción a la libertad 
personal como emergencia de un proceso judicial por obligaciones 
patrimoniales; en otros términos, el ordenamiento jurídico nacional 
eliminó la competencia de los jueces civiles y coactivos fiscales para 
ordenar cualquier tipo de limitación al derecho a la libertad personal, 

como consecuencia de deudas patrimoniales. Ello involucra 
evidentemente, la imposibilidad de imposición de arraigo, bajo supuestos 

de obligaciones patrimoniales. 

 

Por lo mismo, es indudable que los arraigos que recaen sobre el 
accionante, se constituyen en contrarios a la Constitución, y en concreto, 

a la libertad personal que le asiste de circular en el interior y hacia el 
exterior de los límites territoriales del país. 
 

En consecuencia, la autoridad de migración, debió analizar las 

circunstancias de hecho y de derecho que ahora expone el accionante, a 
efectos de colegir que efectivamente, los arraigos que puedan recaer 

sobre una persona por supuestas obligaciones patrimoniales, son 
evidente y notoriamente contrarios al orden constitucional y a los 
derechos de las personas; tal actitud de indiferencia, denota un 
menosprecio por la materialización de los derechos de las personas en la 
actuación del poder público, considerando que la Constitución no se 
constituye en una “hoja de papel” que sólo adquiere vigencia en estrados 
de los jueces constitucionales; ya que su consecuencia inmediata reside 
en que la generalidad de operadores jurídicos, impulsen y materialicen su 

contenido en la realidad jurídica, de modo que adquiera efectivo carácter 
normativo. Esto implica tener presente que la Constitución, es norma 

jurídica plena y que su aplicación directa debe ser efectiva también por 
todos los servidores públicos en la medida en que se reúnan los 



presupuestos para dicho fin. 
 

En ese sentido, la Directora Nacional de Migración, debió emitir el 
documento de pasaporte solicitado, que permita al accionante, ejercer 

inmediatamente su derecho a la libertad personal, concretamente su 
libertad de locomoción hacia el exterior del país; puesto que en los 
hechos, la citada Directora Nacional de Migración, decidió mantener el 

acto por el cual se mantiene el registro de arraigo, y sucesivamente, 
negar la emisión del pasaporte, todo ello bajo el cumplimiento de una 
orden judicial que con el transcurso del tiempo y el cambio del orden 
constitucional, se tornó totalmente inválida; en razón de que la 
Constitución, es lo suficientemente explícita en señalar que la libertad de 
las personas, sólo podrá ser restringida en los límites señalados por la 

ley, premisa que se complementa cuando la misma norma fundamental 
determina que nadie podrá ser privado de su libertad -entendido esto en 
un sentido extensivo- salvo los casos y según las formalidades 
establecidas por la  Ley. 
 

Bajo este supuesto normativo constitucional y lo vertido en el 
Fundamento Jurídicos III.3, no cabía otra actuación por parte de la 
Dirección Nacional de Migración, que correr el trámite de solicitud de 

pasaporte y dejar sin efecto los arraigos motivo de la presente acción 
tutelar. 
 
En consecuencia, la autoridad demandada, y el servicio público en 
general, no pueden reducir su actuación a un estado pasivo frente a las 
normas constitucionales; y en contraposición, seguir el cumplimiento de 
forma mecánica, de aquellas órdenes que son notoriamente 

contrapuestas al orden constitucional, lo que  por supuesto, no 
involucra, como se expuso en el Fundamento Jurídico III.2, que la 
autoridad se encuentra habilitada para sobrepasar sus competencias, y 
una actuación en este sentido sólo debe estar dirigida a la reposición de 
un derecho evidentemente vulnerado. Tal razonamiento jurídico se 
sustenta a partir de una realidad en la que la institucionalidad pública y 
sus operadores actúan, de forma constante, a espaldas de los derechos 
constitucionales, sin considerar que el deber primordial de toda servidora 
y servidor público es coadyuvar a que los derechos de las personas se 
materialicen efectivamente. 
  

Por todo lo expuesto precedentemente, la situación planteada se encuentra 
dentro de las previsiones y alcances de la acción de libertad, por lo que el 
Tribunal de garantías, al conceder la tutela solicitada, ha efectuado un 
correcto análisis de los hechos y compulsa de las normas constitucionales. 



POR TANTO 

El Tribunal Constitucional Plurinacional, en su Sala Primera Especializada; en 
virtud de la autoridad que le confiere la Constitución Política del Estado 
Plurinacional de Bolivia y el art. 12.7 de la del Tribunal Constitucional 
Plurinacional; en revisión resuelve: CONFIRMAR la Resolución 45/2013 de 6 
de noviembre, cursante de fs. 69 a 72, pronunciada por el Juzgado Tercero de 
Sentencia Penal del departamento de La Paz; y CONCEDER tutela solicitada. 
 

 

 

Regístrese, notifíquese y publíquese en la Gaceta Constitucional 
Plurinacional 
 

Fdo. Tata Gualberto Cusi Mamani 
MAGISTRADO 

 

Fdo. Dra. Ligia Mónica Velásquez Castaños 

MAGISTRADA 

 


